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PRÓLOGO A LA CUARTA EDICIÓN

Ve la luz la cuarta edición de este modesto libro, edición propiciada por la buena 
acogida de las anteriores y por los cambios legislativos realizados, así como las primeras 
sentencias en aplicaciones de las Leyes 39 y 40 de 2015, que han modificado el esquele-
to de nuestro derecho público sin mejorar nada, simplemente barriendo para casa, es 
decir, intentando fortalecer el poder administrativo en detrimento de la ciudadanía. Y 
lo que es peor: sin conseguir poner orden en los despachos administrativos.

Prueba de ello es que la Ley de Procedimiento ha debido ya ser modificada por el 
Real Decreto Ley 11/2018, respecto a la entrada en vigor de las cuestiones más impor-
tantes de la Administración electrónica, posponiendo la vigencia a 2 de octubre de 
2020.

También y en otro orden de cosas, el TC, en Sentencia 55/2018, de 24 de mayo, ha 
declarado inconstitucionales, fundamentalmente, ciertos preceptos del procedimiento 
de elaboración de normas, al invadir competencias de las Comunidades Autónomas. 
Ello demuestra, en primer término, que la distinción hecha en esa Ley entre procedi-
miento común y procedimientos especiales (entre ellos, el de elaboración de normas que 
quedaba al margen del art. 149.1-18 CE) no debería haber sido modificada y carecía de 
sentido incluirlo con tal grado de detalle en la Ley 39/2015; y también, en segundo lu-
gar, el poco respeto a la distribución territorial del poder que subyace en esa leyes, y en 
general, en la aplicación e interpretación del Texto Constitucional. 

Los aspectos que hacen referencia al control judicial no salen mejor parados. El re-
traso ancestral de la jurisdicción, agraviado año a año; la ausencia de voluntad de poner 
en marcha auténticos mecanismos de resolución alternativa de conflictos; la ausencia de 
una segunda instancia y la introducción de las reglas del «interés casacional objetivo» 
que residencia en manos de los jueces la admisión a trámite de los mismos, unido a la 
dudosa voluntad de ejecutar sentencias, no nos deja al ciudadano un futuro excesiva-
mente halagüeño. 

Mención especial merece el poco nivel de la clase política en general y el alarmante 
desprecio, cuando conviene, de las elementales reglas del Derecho Público, que son pre-
cisamente las que configuran un Estado moderno presidido necesariamente por los 
principios de seguridad jurídica, transparencia, legalidad, participación de los ciudada-
nos en los intereses que les afecten, división de poderes. Harían bien nuestros gobernan-
tes en no olvidar estas reglas, que son la base de nuestra convivencia. En esa línea, exce-
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den de esta presentación los problemas de Cataluña, que únicamente han de encontrar 
solución dentro del marco del derecho con una reforma del Texto Constitucional que 
permita dar salida a los anhelos de una gran parte de la población. La situación actual, 
que va a peor, no puede perpetuarse, y el Derecho público ha de buscar fórmulas imagi-
nativas, pero posibles, para evitar que los conflictos se enquisten y agraven día a día.

Por todo ello, este libro continuará (clamando en el desierto) con la misma filosofía 
que en ediciones anteriores. Las ideas son y seguirán siendo las mismas: el Derecho Ad-
ministrativo es el Derecho de los ciudadanos, el límite al poder. Así, y solo así, se cons-
truye un auténtico Estado de Derecho.

Barcelona, 30 de mayo de 2019


